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El rol del indicio en la inferencia razonable de autoría o participación: tensiones entre 

eficacia penal y presunción de inocencia 

 

Kevin David Arévalo Cifuentes 

Manuel David Bernal León 
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Resumen 

 

El presente trabajo analiza de manera crítica el papel del indicio en el proceso penal 

colombiano, poniendo especial énfasis en las tensiones que surgen entre su utilidad para la 

reconstrucción de los hechos y la necesidad de salvaguardar la presunción de inocencia como 

garantía fundamental del debido proceso. A partir de un enfoque jurídico-constitucional, se 

examina la estructura lógica del indicio —hechos base, nexo inferencial y hecho indiciado— y se 

evidencian los riesgos que surgen cuando estos elementos no se encuentran debidamente 

acreditados, explicitados y motivados en las decisiones judiciales. 

El presente artículo establece una de las principales problemáticas de la práctica judicial la 

cual radica en la valoración excesiva de indicios aislados o ambiguos, así mismo la construcción 

de inferencias que no descartan hipótesis compatibles con la inocencia. Estos fenómenos jurídicos 

pueden alterar decisiones que afecten de manera directa derechos fundamentales de manera grave, 

con fundamento en motivos basados en especulaciones o justificaciones insuficientes. 

Así mismo, se subraya que el la valoración de los indicios está condicionado al respeto 

estricto de las garantías procesales, especialmente la legalidad de las pruebas, el derecho de 

contradicción y defensa, y el deber de valoración integral del acervo probatorio. La inferencia, 

entonces, no puede operar de manera aislada ni sustituir la necesidad de un juicio probatorio 

completo, sino que debe insertarse dentro de un análisis sistemático, transparente y verificable. 

Por último, el presente documento propone lineamientos para el uso riguroso y garantista 
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del indicio, dirigido a proteger la presunción de inocencia. Uno de ellos es la exigencia de 

motivación lógica y expresa de las decisiones judiciales, además, podemos encontrar la valoración 

conjunta de los indicios con los demás elementos materiales probatorios, la exclusión de fuentes 

ilícitas e ilegales y la formación de los operadores judiciales referente a esta temática. 

Palabras clave: Prueba, Indicio, Inferencia Razonable, Autoría, Participación. 

 

Abstract 

 

This paper critically analyzes the role of circumstantial evidence in the Colombian criminal 

process, with particular emphasis on the tensions that arise between its usefulness in reconstructing 

events and the need to safeguard the presumption of innocence as a fundamental guarantee of due 

process. From a legal-constitutional perspective, the logical structure of circumstantial evidence—

base facts, inferential link, and circumstantial fact—is examined, and the risks that arise when 

these elements are not properly established, explained, and justified in judicial decisions are 

highlighted. 

The study identifies that one of the main problems in judicial practice lies in the 

overvaluation of isolated or ambiguous circumstantial evidence, as well as in the construction of 

inferences that do not rule out alternative hypotheses compatible with innocence. These 

shortcomings can lead to decisions that seriously affect fundamental rights, based on speculative 

or insufficiently justified reasoning. In this regard, it is emphasized that circumstantial evidence, 

by its indirect nature, requires reinforced standards of motivation, rationality, and argumentative 

control to prevent it from becoming a mechanism for unduly relaxing the State's burden of proof. 

Likewise, it is underscored that the legitimate use of circumstantial evidence is conditioned 

on strict respect for procedural guarantees, especially the legality of the evidence serving as the 

basis for the facts, the right to challenge and defend oneself, and the duty to comprehensively 

assess the body of evidence. Circumstantial inference cannot operate in isolation nor replace the 

need for a complete evidentiary judgment; rather, it must be integrated within a systematic, 

transparent, and verifiable analysis. 

Finally, this work proposes guidelines for a more rigorous and rights-based use of 

circumstantial evidence, aimed at strengthening the protection of the presumption of innocence. 

Among these parameters are the requirement of explicit and logical justification, the joint 
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evaluation of circumstantial evidence with other evidence, the exclusion of evidence derived from 

illicit sources, and specialized training for judicial officers in evidentiary reasoning. It is concluded 

that only under these parameters can circumstantial evidence fulfill a legitimate function within 

the criminal process, contributing to the search for truth without compromising the structural 

principles of a social and democratic state governed by the rule of law. 

Keywords:Evidence,CircumstantialEvidence, Reasonable Inference, Authorship, 

Participation. 

 

Introducción 

 

El indicio ha ocupado históricamente un lugar complejo y, a la vez, imprescindible dentro 

del derecho penal. En contextos en los que la prueba directa resulta inexistente, insuficiente o 

difícil de obtener —como ocurre con frecuencia en fenómenos delictivos cometidos en ámbitos de 

clandestinidad, criminalidad organizada o dinámicas relacionales cerradas— los indicios se 

convierten en una herramienta relevante para la reconstrucción judicial de los hechos. Sin 

embargo, su utilización plantea una tensión estructural entre la necesidad de eficacia en la 

administración de justicia penal y la obligación constitucional de proteger de manera estricta las 

garantías fundamentales de la persona sometida a investigación o juzgamiento, en especial la 

presunción de inocencia. 

En el modelo procesal penal colombiano, de carácter acusatorio y con una fuerte impronta 

garantista, la actividad probatoria no puede entenderse únicamente como un mecanismo orientado 

a la obtención de resultados condenatorios, sino como un escenario regulado por principios 

constitucionales que limitan el poder punitivo del Estado. Entre tales principios, la presunción de 

inocencia ocupa un lugar central, en la medida en que impone a las autoridades la carga de 

demostrar la responsabilidad penal del acusado mediante pruebas legalmente obtenidas, debatidas 

en juicio y valoradas conforme a criterios de racionalidad y motivación. En este marco, cualquier 

medio de convicción, y de manera especial el indicio, deben ser valorados de forma compatible 

con esa garantía, evitando que las decisiones judiciales alcancen el estándar de conocimiento 

exigido o desplacen indebidamente la carga probatoria hacia la defensa. 

El indicio tiene como principal característica por su naturaleza que es indirecta, por cuanto 

no acredita de forma inmediata el hecho principal objeto del proceso, sino que acredita hechos 
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secundarios o indicadores por medio de los cuales se puede inferir mediante un razonamiento 

lógico la configuración de otro hecho jurídicamente relevante.  

Esta estructura basada en la inferencia convierte al indicio en un fenómeno jurídico de gran 

cuidado en ocasión a las garantías, comoquiera que el paso de los hechos conocidos a la conclusión 

desconocida depende únicamente de un ejercicio intelectual que ha de ser controlado, explícito y 

racional, ya que cuando este tránsito lógico no se encuentra debidamente fundamentado, se crea 

un riesgo en la decisión judicial porque puede llegar a estar contaminada de conjeturas, intuiciones 

o prejuicios que aumentan de manera considerable el equilibrio procesal.   

La eficacia de la justicia penal y el principio de la presunción de inocencia poseen una 

tensión que es visible en las etapas tempranas del proceso penal, como en la solicitud de medida 

de aseguramiento, pero también se puede ver reflejada en el juicio oral, donde los indicios pueden 

adquirir una relevancia importante en la construcción del conocimiento más allá de toda duda 

razonable. La necesidad de enfrentar fenómenos delictivos complejos ha llevado a un aumento 

significativo de la valoración del indicio en el proceso penal, pero dicha implementación no se 

encuentra acompañada de igual manera de un desarrollo de estándares motivacionales, criterios de 

valores y limitaciones garantistas.  

Ahora bien, desde una perspectiva constitucional, el uso de los elementos materiales 

probatorios indiciarios requiere una prudencia especial, esto en ocasión a que la presunción de 

inocencia como principio del derecho penal no sólo opera como regla de trato sino como regla de 

juicio y de práctica probatoria. Esto quiere decir que, ante la existencia de dudas razonables sobre 

la responsabilidad penal, el juez debe decidir en favor del procesado y que dicha inferencia no 

puede considerarse dentro de una decisión judicial cuando no supera el umbral mínimo de solidez 

lógica y probatoria. 

Desde esta perspectiva, los elementos materiales probatorios indiciarios no han de 

convertirse en un atajo argumentativo para suplir deficiencias o como justificación de decisiones 

restrictivas de derechos basados en construcciones inferenciales débiles.  

En el plano práctico, las decisiones judiciales basadas en indicios suelen enfrentar un doble 

desafío: por un lado, la necesidad de articular múltiples hechos periféricos en una narrativa 

coherente; por otro, el deber de descartar hipótesis alternativas plausibles compatibles con la 

inocencia. La ausencia de este segundo ejercicio crítico puede conducir a razonamientos 

unilaterales en los que solo se consideran las circunstancias incriminatorias, ignorando elementos 
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que relativizan o debilitan la fuerza de la inferencia. Esta forma de valorar los indicios no solo 

afecta la objetividad judicial, sino que erosiona directamente la presunción de inocencia, al 

privilegiar una lectura acusatoria de los hechos sin un contraste equilibrado.  

 El análisis de los elementos materiales probatorios indiciarios no ha de limitarse 

únicamente a una decisión conceptual o una descripción de su estructura lógica, sino también ha 

de realizarse una reflexión crítica sobre sus implicaciones constitucionales. La manera en la cual 

los operadores judiciales manejan las inferencias indiciarias se convierte en un indicador del grado 

de compromiso del sistema penal con un modelo de justicia basado en el respeto por los derechos 

humanos. Bajo dicho precepto, este análisis implica también examinar puntos tales como los 

límites del poder punitivo, la calidad de argumentación judicial y efectividad de las garantías 

procesales.  

Por lo cual, la presente investigación debate acerca de los alcances y limitaciones del 

elemento material probatorio indiciario en el proceso penal colombiano con un énfasis en la 

relación con la garantía constitucional de la presunción de inocencia, esto a partir de un enfoque 

critico-jurídico. 

 En definitiva, el indicio representa un punto de encuentro —y de tensión— entre la 

necesidad de esclarecer los hechos y el deber de proteger la dignidad y los derechos de quien 

enfrenta el poder punitivo del Estado. La manera en que el ordenamiento jurídico y la práctica 

judicial resuelvan esta tensión determinará, en buena medida, si el proceso penal se mantiene 

dentro de los márgenes de un Estado social y democrático de derecho o si, por el contrario, deriva 

hacia formas de responsabilidad sustentadas en inferencias débiles y estándares probatorios 

flexibilizados. De ahí, la relevancia de profundizar en el estudio crítico de los indicios, no solo 

como técnica probatoria, sino como problema constitucional de primer orden. 

 

Capítulo 1: El indicio y sus elementos estructurales en el proceso penal 

 

El indicio constituye uno de los institutos más complejos del derecho probatorio penal. Su 

importancia radica en que permite acreditar hechos jurídicamente relevantes cuando no se dispone 

de prueba directa suficiente, a través de un proceso lógico de inferencia que parte de hechos 

conocidos para llegar a hechos desconocidos. Este mecanismo probatorio incide directamente en 

la formación de la convicción judicial y debe armonizarse con garantías fundamentales como la 
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presunción de inocencia y el debido proceso (Asamblea Nacional Constituyente, Constitución 

Política de Colombia, 1991, art. 29). 

En la actualidad el proceso penal el cual se rige por medio del modelo acusatorio (Ley 906 

de 2004), el indicio es admisible y puede tener plena eficacia con el cumplimiento de los criterios 

de racionalidad, motivación y coherencia lógica, de acuerdo a lo expresado por la Corte Suprema 

de Justicia, Sala de Casación Penal en varias de sus providencias.  

De igual manera, la doctrina ha resaltado que el indicio no es simplemente un hecho 

aislado, sino que se compone de una estructura lógica compleja. El autor Parra Quijano (2011) 

explica que el indicio es un hecho conocido, mediante una operación intelectual se puede inferir 

la existencia de otro hecho conocido. Empero, solo hay indicio cuando dicha inferencia se 

encuentra estructurada y justificada en debida forma. 

Bajo dicho lineamiento doctrinal, el autor Taruffo (2012) establece que la prueba basada 

en indicios tiene una implicación fundamentada en el razonamiento inferencial con miras a las 

reglas de experiencia, criterios de probabilidad lógica, lo que exige al juez que explicite el proceso 

racional que conecta el hecho base con la conclusión.  

Aunque la Ley 906 de 2004 no regula de forma autónoma el ‘indicio’, sí consagra el 

principio de libertad probatoria y la valoración conforme a la sana crítica (Congreso de la 

República de Colombia, 2004, arts. 373 y 380). Esto permite que los indicios sean valorados como 

cualquier otro medio de conocimiento, siempre que se expliquen de manera razonada. 

La Corte Suprema de Justicia en diferentes pronunciamientos ha establecido que el indicio 

no carece de legitimidad en materia penal y puede ser el sustento de una sentencia condenatoria 

cuando esto sean plurales, convergentes y analizados bajo un razonamiento lógico explícito.  

Así también, la doctrina y la jurisprudencia coinciden en que el indicio se compone de tres 

elementos esenciales en su estructura: Un hecho base, un nexo inferencial y el hecho indicado. En 

primer lugar, el hecho base es aquel identificado como la circunstancia fáctica plenamente 

probada, a partir de la cual se construye una inferencia. Este hecho se encuentra acreditado por 

medio de pruebas legalmente obtenidas y practicadas de acuerdo al debido proceso. (Corte 

Constitucional de Colombia, 2005, Sentencia C-591) 

Ahora bien, el nexo inferencial es la relación lógica que une el hecho base con el hecho 

desconocido. Este vínculo se construye a partir de reglas de la lógica formal, máximas de 

experiencia y conocimientos científicos o técnicos. El juez debe explicar de forma expresa por 
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qué, conforme a la experiencia y la lógica, un hecho conocido permite concluir razonablemente la 

existencia de otro (Taruffo, 2012). La ausencia de esta explicación convierte el indicio en una mera 

conjetura. 

Por último, el hecho indicado es aquel jurídicamente relevante que se entiende como 

probado en ocasión al resultado de la inferencia. Esto quiere decir que no se percibe de manera 

directa, sino que se deduce racionalmente. La Corte Suprema de Justicia ha establecido que la este 

hecho ha de ser razonable frente al conjunto probatorio, descartando hipótesis alternativas 

plausibles.  

Otro aspecto relevante dentro de la presente problemática es que el indicio debe cumplir 

con ciertos requisitos estipulados por la doctrina y la jurisprudencia que son: a) La existencia de 

pluralidad de indicios ya que se requiere que existan múltiples hechos que valorados en conjunto 

refuerzan la inferencia (Parra Quijano, 2011). b) La Concordancia y convergencia, los cuales 

indican que los indicios deben ser dirigidos a una misma conclusión sin existir controversia entre 

ellos, ya que, al presentarse dicha contradicción pierden fuerza demostrativa. c) Gravedad y 

precisión, esto quiere decir que el indicio de ser relevante para el proceso y tener relación directa 

con el hecho investigado, teniendo en cuenta que los indicios vagos no superan el estándar de 

conocimiento requerido en el proceso penal (Taruffo, 2012) 

Uno de los debates principales gira en torno al juzgamiento en el momento de proferir un 

fallo, toda vez que la sentencia no puede fundamentarse exclusivamente en indicios y este 

pensamiento ha sido apoyado por la jurisprudencia colombiana teniendo en cuenta que siempre el 

razonamiento debe ser sólido y debidamente motivado.  

La Corte Constitucional ha indicado que la presunción de inocencia no se vulnera cuando 

la condena se basa en indicios, siempre que estos conduzcan a una conclusión más allá de duda 

razonable mediante un razonamiento explícito, lógico y controlable (Corte Constitucional de 

Colombia, 2005, Sentencia C-591). Esto implica que el juez debe explicar cuáles son los hechos 

base probados, la regla de experiencia aplicada y por qué la inferencia es la más razonable 

La valoración de los elementos materiales probatorios indiciarios se rige por la regla de la 

sana crítica (artículo 380, Ley 906 de 2004), esto significa que no se trata de una apreciación 

subjetiva únicamente, sino en un razonamiento verificable y controlable en sede de impugnación.  

La Corte Suprema de Justicia ha sido insistente en que el juez debe manifestar por medio 

de la motivación de la providencia el proceso intelectual seguido con la finalidad de que los sujetos 
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procesales puedan examinar la coherencia del razonamiento. El indicio no debe entenderse como 

una prueba de menor jerarquía al momento de ser practicada, pero si ha de tenerse en cuenta que 

exige un rigor argumentativo mayor por su naturaleza.  

 

Capítulo 2: Análisis del estándar de conocimiento exigido para acreditar la inferencia 

razonable de autoría o participación 

 

El proceso penal se encuentra regido por diferentes estándares de conocimiento que varían 

según la etapa procesal que envuelven la práctica probatoria. La inferencia razonable de autoría o 

participación constituye de manera fundamental una exigencia en las audiencias preliminares, tales 

como la formulación de imputación y la decisión sobre las medidas de aseguramiento, audiencias 

de gran importancia dentro del proceso penal por sus consecuencias jurídicas. Dicho estándar de 

conocimiento no supone certeza sobre la responsabilidad penal, pero si ha de entenderse como un 

intermedio para que el juez de manera racional pueda inferir si el imputado es o no autor o partícipe 

de la conducta penal.  

Bajo esta perspectiva, la inferencia razonable ha de entenderse como la construcción 

epistémica y lógica que vincula hechos y evidencias mediante un razonamiento objetivo con base 

en máximas de experiencia y criterios de probabilidad jurídica (Ortega Botina, 2023). Ahora bien, 

desde un punto de vista doctrinal, el autor Ortega Botina manifiesta que después de la formulación 

de imputación, el juez debe confrontar los elementos probatorios disponibles con las hipótesis 

expuestas, de modo que la decisión sobre medidas de aseguramiento se fundamente en una 

conclusión lógica, motivada y verificable que no equivale a un juicio anticipado de responsabilidad 

penal, pero sí configura una presunción fundada sobre hechos y evidencias (Ortega Botina, 2023).  

El Código de Procedimiento Penal colombiano (Ley 906 de 2004) incorpora el concepto 

de inferencia razonable en el marco de las audiencias preliminares, aunque no lo define 

expresamente. En la audiencia de formulación de imputación, el Fiscal debe exponer los hechos 

que considera constitutivos de delito y los elementos materiales probatorios que respaldan la 

imputación contra el investigado. Posteriormente, para decidir sobre la medida de aseguramiento, 

el juez de control de garantías debe verificar si, a partir de esos elementos, es posible alcanzar un 

grado de conocimiento que permita inferir racionalmente la posibilidad de autoría o participación 

del imputado (Congreso de la República de Colombia, 2004, Ley 906, arts. 287, 306). 
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En un sentido más amplio, se puede analizar que dicha inferencia exige la ponderación de 

evidencia material, información y hechos probados, así mismo se necesita de la articulación de un 

análisis lógicos que conecta las premisas fácticas con la conclusión sobre la autoría o participación. 

En un sentido amplio, esta inferencia exige la ponderación de evidencia material, 

información y hechos probados, así como su articulación mediante un análisis lógico que conecte 

las premisas fácticas con la conclusión sobre la autoría o participación. En este punto, la 

investigación de Yepes Yarce y Toro Garzón (2024) enfatiza que el estándar de inferencia 

razonable es más exigente que la simple sospecha, pues requiere que la evidencia conduzca a una 

conclusión plausible dentro de un esquema racional de probabilidad (Yepes Yarce y Toro Garzón, 

2024). 

La inferencia razonable es un estándar epistémico, es decir, se refiere al conocimiento 

judicial del caso y no meramente a la acumulación de pruebas. Esto implica que el juez de garantías 

debe motivar cómo las evidencias presentadas se integran en un esquema de razonamiento 

coherente, sin incurrir en especulaciones. Ortega Botina (2023) subraya que la inferencia no debe 

limitarse a una enumeración de hechos, sino que demanda una argumentación probatoria sólida, 

basada en principios lógicos, máximas de experiencia y normas de interpretación de la prueba. 

Esta construcción se diferencia notablemente del estándar exigido para la condena. 

Mientras que en la sentencia se requiere el convencimiento de verdad —el más alto grado de 

conocimiento probatorio, vinculado con la existencia del delito y la responsabilidad penal del 

acusado más allá de toda duda razonable—, la inferencia razonable opera en una esfera intermedia 

que permite avanzar en el proceso sin desconocer la presunción de inocencia (Corte Constitucional 

de Colombia, 2013, Sentencia C-695). 

La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de Colombia ha explicitado que el 

estándar de inferencia razonable no es un pronóstico anticipado de responsabilidad, sino una 

deducción lógica basada en evidencias que permita concluir, en términos lógicos y razonables, que 

el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta investigada. Este estándar no requiere 

certeza, pero sí exige que el juez pueda vincular los hechos, medios de prueba y circunstancias 

probatorias con la hipótesis planteada por el Fiscal (Guía jurisprudencial, Tribunal Superior de 

Cúcuta, 2019). 

De acuerdo con esta guía jurisprudencial, los requisitos del razonamiento exigido para 

dicha inferencia incluyen, entre otros: (a) que esté sustentado en evidencia presentada en 
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audiencia; (b) que exista una ponderación lógica de las hipótesis posibles; y (c) que conduzca a 

una conclusión con probabilidad suficiente de autoría o participación sin afectar la presunción de 

inocencia. Estas exigencias buscan garantizar que el juez no adopte una postura arbitraria o 

subjetiva, sino una fundada en elementos objetivos legalmente obtenidos. 

El estándar de inferencia razonable también ha sido objeto de análisis en textos doctrinales 

académicos recientes que exploran sus fundamentos epistemológicos y su aplicación práctica en 

el contexto de las medidas de aseguramiento. Estos estudios señalan que la ausencia de una 

definición legal clara ha llevado a errores judiciales en la imposición de medidas privativas de la 

libertad, lo cual resalta la necesidad de contar con esquemas argumentativos más claros y 

racionales que eviten decisiones arbitrarias. (Ortega Botina, 2023) 

El estándar de inferencia razonable está directamente vinculado con el principio 

constitucional de presunción de inocencia. Este principio impide que una persona sea tratada como 

culpable antes de que se determine judicialmente su responsabilidad penal con el debido proceso 

(Constitución Política de Colombia, art. 29). En el contexto de la inferencia razonable, este 

principio implica que el juez no puede considerar satisfechos los requisitos para una condena, pero 

sí puede evaluar si la evidencia disponible permite una probabilidad lógica de autoría o 

participación que justifique medidas cautelares como la detención preventiva (Corte 

Constitucional de Colombia, 2013, Sentencia C-695). 

Además, la literatura especializada distingue claramente entre este estándar y otros grados 

de conocimiento exigidos en etapas posteriores del proceso como la probabilidad de verdad —

relevante en la formulación de acusación— o el conocimiento más allá de toda duda razonable, 

aplicable al dictado de sentencia condenatoria (vLex Colombia, 2026; Bustamante Rúa, 2025). 

A pesar de su uso extendido, la inferencia razonable también ha sido objeto de críticas 

doctrinales. Algunos académicos señalan que la falta de precisión y claridad en su 

conceptualización legal puede generar inseguridad jurídica y desigualdad en la práctica judicial, 

lo que motiva la búsqueda de una definición más nítida del estándar dentro de la legislación 

procesal penal (Ramos López, 2024). 

Asimismo, se ha propuesto que una mayor claridad normativa o lineamientos 

jurisprudenciales uniformes contribuirían a que los jueces ponderen de forma más consistente las 

evidencias y eviten decisiones arbitrarias que menoscaben garantías fundamentales como la 

presunción de inocencia o el derecho al debido proceso. 
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Capítulo 3: Riesgos de vulneración del debido proceso derivados del uso inadecuado del 

indicio 

 

El debido proceso constituye uno de los pilares fundamentales del ordenamiento jurídico 

colombiano y está consagrado específicamente en el artículo 29 de la Constitución Política de 

Colombia, que garantiza entre otros derechos, el derecho a la defensa, la presunción de inocencia 

y la exclusión de las pruebas obtenidas con violación de las garantías procesales (Constitución 

Política de Colombia, art. 29). Este marco normativo impone a los operadores judiciales la 

obligación de desarrollar el proceso penal con respeto pleno a las formalidades sustanciales y 

procedimentales establecidas, de manera que el ejercicio de la justicia no se convierta en un 

instrumento de arbitrariedad o vulneración de derechos fundamentales. En este contexto, el uso 

del indicio —es decir, aquella basada en hechos conocidos de los que se infiere otro hecho 

relevante por medio de un razonamiento lógico— puede generar riesgos significativos de 

afectación del debido proceso si no se maneja con la estricta observancia de criterios probatorios, 

lógicos y constitucionales (Corte Constitucional De Colombia, 2017, Sentencia C-342). 

El indicio, según la jurisprudencia constitucional, es un medio probatorio que permite 

conocer de manera indirecta hechos relevantes mediante la existencia de hechos base y relaciones 

inferenciales fundamentadas en reglas de la experiencia, principios técnicos o científicos; por 

tanto, su utilización exige una valoración racional y lógica por parte del juez para garantizar su 

validez y legitimidad (Corte Constitucional De Colombia, 2017, Sentencia C-342). Este 

razonamiento lógico no solo demanda claridad conceptual, sino también una estricta motivación 

en la sentencia u decisión judicial, de modo que se demuestre que los indicios valorados han 

conducido a una inferencia razonada y no a meras conjeturas. La ausencia de este nivel de 

argumentación puede comprometer derechos procesales básicos como la presunción de inocencia, 

el derecho a la defensa y el principio de contradicción, poniendo en riesgo la integridad del debido 

proceso. 

Un primer riesgo se presenta cuando el juez o los órganos de investigación confunden la 

mera sospecha con un indicio suficientemente fundado, lo cual puede derivar en inferencias no 

sostenidas por un análisis lógico riguroso. En el marco del sistema penal acusatorio colombiano, 

el indicio solo puede operar cuando los hechos base están debidamente acreditados y las 

conexiones inferenciales razonables se realizan motivadamente. Si se omite este análisis, el indicio 
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puede convertirse en un prejuicio disfrazado de prueba, lo que afecta la presunción de inocencia y 

conduce a decisiones arbitrarias sin base probatoria sólida (González, 2023). 

Un segundo riesgo radica en la valoración inadecuada de los indicios cuando estos se 

incorporan al proceso sin verificar su licitud o legalidad. La Constitución y la jurisprudencia han 

establecido que «es nula de pleno derecho la prueba obtenida con violación del debido proceso», 

lo que implica que tanto la prueba ilícita —obtenida con vulneración de derechos fundamentales 

como la intimidad o la no autoincriminación— como la prueba ilegal —obtenida incumpliendo 

requisitos esenciales del procedimiento— deben ser excluidas del conjunto de medios de 

convicción (Procuraduría General de la Nación, 2011; Corte Suprema de Justicia de Colombia, 

2005). Cuando los ndicios se construyen a partir de pruebas que adolecen de estos vicios, no solo 

se compromete la validez del indicio, sino que se corrompe todo el proceso de inferencia, poniendo 

en riesgo no solo la decisión judicial tomada, sino el respeto a las garantías procesales consagradas 

constitucionalmente. 

Un tercer riesgo se manifiesta en la posible violación del principio de contradicción y del 

derecho a la defensa, cuando el indicio se incorpora sin permitir la participación adecuada del 

acusado en su discusión y exploración probatoria. El debido proceso no solo protege la admisión 

formal de un medio probatorio, sino también su contraste efectivo por la defensa. La falta de 

oportunidad para controvertir los hechos base o su contexto probatorio impide que la defensa 

formule argumentos que desvirtúen la inferencia propuesta, lo que puede conducir a decisiones 

judiciales que no reflejan un verdadero debate probatorio (González, 2014). Este defecto puede 

tener repercusiones profundas, especialmente en etapa de juicio oral donde la sana crítica y el 

derecho al contradictorio son esenciales para que la prueba sea valorada de manera integral y no 

parcializada. 

Otro aspecto crítico que puede vulnerar el debido proceso es la construcción especulativa 

de indicios que obvia la necesidad de motivación explicativa del nexo inferencial, es decir, cuando 

el razonamiento que conecta hechos probados con conclusiones indiciarias queda implícito, 

superficial o ambiguo. La ausencia de motivación clara no solo dificulta el control judicial de las 

decisiones, sino que también limita la posibilidad de identificar errores lógicos o de interpretación 

que, de no ser corregidos, pueden cristalizar en sentencias condenatorias injustas. La doctrina 

jurídica enfatiza que el indicio debe estar sustentado en una motivación explícita que describa el 

proceso lógico seguido por el juez, en atención a normas de lógica, experiencia o ciencia 
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compatibles con la técnica jurídica probatoria. 

Además, el uso inadecuado del indicio puede afectar otras garantías procesales conexas, 

como la presunción de inocencia y el derecho a la igualdad ante la ley. En casos donde la 

valoración de indicios se realiza sin criterios uniformes o sin una ponderación equilibrada frente a 

otros medios de prueba, puede generarse una desigualdad de trato procesal que favorezca la 

posición acusatoria, erosionando la igualdad entre las partes y la neutralidad del juez. Esto resulta 

especialmente crítico en procesos complejos con múltiples pruebas contradictorias o 

interpretaciones razonables alternativas, donde una valoración desequilibrada de los indicios 

puede inclinar indebidamente la balanza probatoria. 
 

Finalmente, se debe considerar la vulneración indirecta del principio de publicidad del 

proceso, cuando la valoración de indicios se realiza de forma opaca o sin la debida exposición 

pública de los razonamientos y evidencias. El debido proceso penal exige que las actuaciones sean 

transparentes y susceptibles de escrutinio tanto por las partes como por la sociedad, de modo que 

la legitimidad de la administración de justicia se mantenga. La falta de claridad en la motivación 

del indicio contribuye a la percepción de arbitrariedad y reducción del control social, debilitando 

la confianza pública en el sistema de justicia. 

En síntesis, aunque el indicio constituye una herramienta valiosa dentro del derecho 

probatorio penal —siempre que se aplique con sujeción a criterios lógicos, motivados y 

respetuosos del marco constitucional y legal— su uso inadecuado puede conducir a una serie de 

vulneraciones del debido proceso, que afectan derechos fundamentales como la presunción de 

inocencia, la igualdad procesal, el derecho de defensa y el principio del contradictorio. La 

exclusión o incorrecta valoración de indicios obtenidos o interpretados sin apego a las normas 

probatorias y constitucionales demuestra que la garantía procesal no solo se protege mediante la 

presencia de reglas, sino también a través de su observancia rigurosa y su aplicación crítica por 

parte de jueces y operadores judiciales. 

 

Capítulo 4: lineamientos para un uso más riguroso y garantista de los indicios en las 

decisiones judiciales 

 

El principio constitucional de presunción de inocencia es una garantía fundamental del 

debido proceso y estructura todo el sistema de justicia penal colombiano, exigiendo que toda 
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persona sea tratada como inocente desde el inicio de la acción penal hasta que exista una sentencia 

condenatoria firme (Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política de Colombia, 1991, 

art. 29; Corte Constitucional de Colombia, 2017, Sentencia C-342). Esta garantía, reconocida 

también en los tratados internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, impone 

al Estado la carga de probar la culpabilidad del acusado y no al procesado la necesidad de 

demostrar su inocencia (Corte Constitucional de Colombia, 2012, Sentencia C-121). 

En este marco, el indicio —que consiste en inferir hechos relevantes a partir de hechos 

conocidos mediante un proceso lógico— representa un instrumento valioso para la investigación 

penal cuando las pruebas directas son insuficientes. Sin embargo, el uso inadecuado de indicios 

puede vulnerar la presunción de inocencia si no se articula con estándares probatorios rigurosos, 

motivación judicial precisa y respeto pleno de las garantías procesales (Corte Suprema de Justicia, 

doctrina jurisprudencial reciente). 

Un primer lineamiento esencial para un uso garantista de los indicios es el reconocimiento 

expreso de su carácter subordinado al principio de presunción de inocencia. Como lo ha reiterado 

la Corte Constitucional, este principio no solo ordena que nadie sea considerado culpable sin 

sentencia firme, sino que también exige que, en presencia de duda razonable, toda controversia se 

resuelva a favor del acusado (Corte Constitucional de Colombia, 2017, Sentencia C-342). En 

consecuencia, los jueces deben aplicar el principio in dubio pro reo, según el cual ante 

incertidumbres probatorias —especialmente cuando se hallen basadas en indicios— debe 

privilegiarse la posición del imputado. Esto supone evitar inferencias especulativas o meras 

conjeturas que puedan sustentar decisiones restrictivas de derechos sin la debida robustez 

probatoria. 

Un segundo lineamiento se refiere a la motivación racional y explícita de la inferencia 

indiciaria. La valoración de los indicios debe acompañarse de una exposición detallada que 

explique cómo cada hecho base probado conduce, mediante máximas de experiencia o lógica 

jurídica, a la conclusión inferida. Solo así se garantiza que la inferencia esté fundada en criterios 

objetivos y no en prejuicios subjetivos. La Sala de Casación Penal ha señalado que la construcción 

de indicios exige tres elementos —hecho indicador probado, nexo inferencial explícito y hecho 

indiciado— y que la omisión de cualquiera de ellos puede traer consigo una valoración probatoria 

defectuosa que vulnere la presunción de inocencia. 

La proporcionalidad y la ponderación de los indicios constituyen otro lineamiento crítico. 
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El juez no puede considerar un indicio aislado como suficiente para desvirtuar la presunción de 

inocencia sin antes evaluar su fuerza combinada con otras pruebas, así como las explicaciones 

alternativas plausibles. Ello implica aplicar una lógica de valoración integral que examine no solo 

los indicios favorables a la acusación, sino también aquellos hechos que puedan favorecer la 

versión de la defensa o generar dudas razonables. 

Un cuarto lineamiento está relacionado con la exclusión de indicios construidos sobre 

pruebas ilícitas o viciadas. La doctrina y la jurisprudencia han establecido que solo pueden 

valorarse como indicios los hechos que han sido probados mediante pruebas obtenidas y 

practicadas con respeto al debido proceso. La inclusión de indicios derivados de elementos 

probatorios obtenidos con vulneración de derechos fundamentales —como violaciones a la 

intimidad o interceptaciones ilegales— compromete la legitimidad de la inferencia y, por ende, la 

propia garantía de presunción de inocencia. En estos casos la exclusión de la prueba es obligatoria 

conforme a las normas constitucionales y legales de protección de derechos procesales. 

Además, la transparencia y contradicción probatoria son condiciones necesarias para un 

uso garantista de los indicios. La defensa debe tener la oportunidad de controvertir no solo los 

hechos base, sino también los razonamientos inferenciales que el juez propone. La ausencia de un 

debate eficaz sobre los elementos de prueba y los implicaciones de los indicios contribuye a 

decisiones judiciales que no reflejan un verdadero juicio probatorio equilibrado, debilitando con 

ello la protección del acusado frente a decisiones arbitrarias o sesgadas. 

Finalmente, la capacitación y especialización de los operadores judiciales en técnicas de 

inferencia y valoración probatoria es un factor estructural indispensable para asegurar que los 

indicios se empleen con rigor científico y sistemático. La complejidad del indicio exige un manejo 

cuidadoso de razonamientos lógicos, conocimiento de máximas de experiencia y comprensión 

profunda de los límites éticos de la inferencia. Sin este soporte especializado, las decisiones 

judiciales pueden derivar en inferencias incorrectas que afecten la presunción de inocencia de los 

procesados y comprometan la legitimidad del sistema penal. 

En conclusión, para que el uso del indicio sea compatible con la protección efectiva de la 

presunción de inocencia, se requiere un conjunto de lineamientos garantistas que incluyan: (i) 

subordinación de la inferencia indiciaria al principio constitucional de presunción de inocencia; 

(ii) motivación clara y racional de las inferencias; (iii) ponderación integral de indicios frente a 

otras pruebas y explicaciones alternativas; (iv) exclusión de indicios derivados de pruebas ilícitas; 
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(v) respeto pleno al derecho de contradicción y defensa; y (vi) formación técnica de los jueces en 

materia probatoria. La observancia de estos lineamientos no solo fortalece la legitimidad de las 

decisiones judiciales, sino que también contribuye a un proceso penal más justo y respetuoso de 

los derechos humanos en Colombia. 

 

Conclusiones 

 

En conclusión, el análisis desarrollado permite afirmar que el indicio ocupa un lugar 

relevante y legítimo dentro del sistema probatorio del proceso penal colombiano, en la medida en 

que posibilita la reconstrucción de hechos jurídicamente relevantes cuando no se dispone de prueba 

directa. No obstante, su potencial eficacia investigativa y demostrativa conlleva una tensión 

estructural con la presunción de inocencia, dado que la responsabilidad penal puede llegar a 

sustentarse en razonamientos inferenciales que, de no estar debidamente controlados, pueden 

derivar en decisiones basadas en conjeturas y no en conocimiento probado conforme a derecho. 

Se establece que la validez de la inferencia indiciaria depende de la observancia estricta de 

su estructura lógica: la existencia de hechos base plenamente acreditados, la explicitación de un 

nexo inferencial sustentado en reglas de la experiencia, principios lógicos o conocimientos 

técnicos, y una conclusión coherente y racional sobre el hecho desconocido. La ausencia o 

debilidad de alguno de estos elementos compromete la solidez del razonamiento judicial y, por 

ende, pone en riesgo garantías fundamentales como el debido proceso y la presunción de inocencia. 

Asimismo, se concluye que uno de los principales factores de vulneración de derechos 

radica en la sobrevaloración de indicios aislados o ambiguos, a los cuales se les atribuye una fuerza 

demostrativa que no poseen de manera autónoma. Esta práctica puede conducir a la adopción de 

decisiones que afectan gravemente la libertad y demás derechos del procesado sin que exista un 

soporte probatorio integral y suficientemente robusto. En consecuencia, la valoración de los 

indicios debe realizarse de forma conjunta, sistemática y confrontada con las demás pruebas del 

proceso, así como con hipótesis alternativas razonables compatibles con la inocencia. 

Otro elemento central es la exigencia de motivación judicial reforzada en materia de prueba 

indiciaria. No resulta suficiente la mera enunciación de la existencia de indicios; el operador 

judicial está obligado a exponer de manera clara, detallada y verificable el proceso lógico que 

conecta los hechos indicadores con la conclusión adoptada. Esta motivación cumple una función 
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garantista esencial, pues permite el control intersubjetivo de la decisión, facilita el ejercicio del 

derecho de defensa y asegura la transparencia del razonamiento judicial. 

De igual forma, se concluye que únicamente pueden servir de fundamento para inferencias 

indiciarias aquellos hechos acreditados mediante pruebas obtenidas y practicadas con estricto 

respeto de las garantías constitucionales y legales. La utilización de indicios derivados de pruebas 

ilícitas o viciadas no solo vulnera el debido proceso, sino que contamina la estructura inferencial 

y priva de legitimidad a la decisión judicial, al edificarse sobre la previa transgresión de derechos 

fundamentales. 

Se destaca también que el derecho de contradicción y defensa adquiere una dimensión 

especialmente relevante frente a el indicio. La persona procesada debe contar con la oportunidad 

real y efectiva de controvertir tanto los hechos base como los razonamientos inferenciales 

propuestos por la acusación o acogidos por el juez. Sin un debate probatorio pleno y equilibrado, 

la inferencia indiciaria pierde su carácter racional y se aproxima peligrosamente a valoraciones 

unilaterales incompatibles con un proceso penal de carácter acusatorio y garantista. 

Finalmente, el estudio permite concluir que la compatibilidad entre el indicio y la 

presunción de inocencia no depende de la exclusión de este medio de convicción, sino de la 

adopción de lineamientos rigurosos para su utilización. Entre ellos se destacan: la subordinación 

de toda inferencia al principio de presunción de inocencia; la exigencia de motivación lógica, 

expresa y controlable; la valoración conjunta y prudente de los indicios; la exclusión de aquellos 

derivados de fuentes ilícitas; el respeto pleno por la contradicción y la defensa; y la formación 

especializada de los operadores judiciales en razonamiento probatorio. Solo bajo estas condiciones 

el indicio puede cumplir una función legítima dentro del proceso penal, contribuyendo a la 

búsqueda de la verdad sin sacrificar las garantías fundamentales que estructuran un Estado social 

y democrático de derecho. 
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